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RESUMEN 

Este artículo destaca el empleo de la contabilidad de devengo como una importante 
contribución para alcanzar la estabilización de las finanzas públicas europeas. Más que un 
mero ejercicio técnico, la adopción de la contabilidad de devengo constituye una herramienta 
de gran utilidad para alcanzar reformas más amplias, así como para la mejora de la gestión y 
los resultados de las finanzas públicas. 

1. Introducción 

El objetivo fundamental de este trabajo es señalar el importante papel que es-
tán llamados a jugar los distintos elementos institucionales presupuestarios en el 
difícil camino de consolidación fiscal emprendido por los países miembros de la 
Unión Monetaria Europea (UME). En esta línea se argumenta a favor de la generali-
zación de los conceptos de la contabilidad de devengo en la contabilidad pública de 
los países miembros de la Unión Europea (UE). 

El trabajo concluye que la contabilidad de devengo ha de contemplarse como 
una contribución crucial a la estabilización de las finanzas públicas de los países 
europeos. La generalización de los conceptos de la contabilidad de devengo en la 
documentación presupuestaria del sector público, lejos de ser una cuestión mera-
mente técnica, resulta ser un instrumento de enorme utilidad para propiciar reformas 
estructurales más amplias que mejoren la gestión de las instituciones públicas a la 
vez que sirve de acicate para incrementar la transparencia y la responsabilidad con 
que actúan los gestores públicos. 

El trabajo se estructura de la siguiente forma: la parte II presenta un breve 
panorama de una literatura de la macroeconomía  moderna centrada en el estudio de 
los determinantes político-institucionales de la política fiscal que siguen los gobier-
nos nacionales. Los desarrollos normativos de esta literatura señalan tres tipos de 
elementos institucionales que tienden a influir positivamente en la disciplina fiscal 
de los gobiernos: La existencia de reglas fiscales que limiten la discrecionalidad con 
la que los responsables políticos puedan diseñar los presupuestos públicos, la vigen-
cia de procedimientos presupuestarios jerarquizados y la transparencia fiscal. 

La parte III del trabajo, siguiendo la literatura antes mencionada, construye 
un análisis de la estructura institucional de la estabilidad de la UME. El Tratado de 
Amsterdam y el Pacto de Estabilidad y Crecimiento provee a los países de la UE, y 
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en particular a aquellos que han adoptado el Euro como moneda común, con un 
código de conducta fiscal que se espera haya de servir para garantizar la disciplina 
fiscal de todos los países firmantes. Sin embargo, desde la perspectiva de la econo-
mía política, un somero análisis del mencionado código de conducta pone de mani-
fiesto la existencia de importantes fallos que se derivan fundamentalmente de la 
asimetría del trato que en el mismo se otorga a los resultados de las políticas fiscales 
en comparación con el trato que se otorga a los procedimientos a través de los cua-
les tales resultados son generados. Parece que el diseño actual del sistema de coor-
dinación fiscal europeo ignora los hallazgos de la macroeconomía moderna y des-
precia las conexiones entre instituciones/procedimientos presupuestarios y las polí-
ticas presupuestarias que se ejecutan. Adicionalmente a esto, se argumenta en este 
artículo que existen importantes grados de complementariedad en la ejecución de las 
amplias reformas requeridas para conseguir una consolidación fiscal sostenible entre 
la ejecución de ajustes presupuestarios sustantivos (reducción de programas de 
gasto) y ajustes presupuestarios sistémicos (ajustes de los procesos presupuestarios).  

La sección IV, tras reconocer brevemente la creciente importancia que se ha 
venido adjudicando a las reglas fiscales y a la jerarquización de las instituciones 
presupuestarias, se centra en la consideración de la transparencia contable exigida 
por el actual sistema de vigilancia multilateral de las políticas nacionales, para aca-
bar señalando los beneficios potenciales que se derivarían del cambio hacia una 
documentación presupuestaria que incluya más omnicomprensivamente la contabi-
lidad de devengo. 

La sección V cierra el artículo con algunas consideraciones finales. 

2. Instituciones presupuestarias y políticas presupuestarias 

Existe una literatura en la macroeconomía moderna que, por la vía de anali-
zar los procedimientos que se siguen en la elaboración, aprobación y ejecución de 
los presupuestos públicos, intenta explicar la gran variedad de experiencias naciona-
les a la hora de enfrentarse a retos económicos similares.1 En palabras de Alesina y 
Perotti, en el tema de las diferencias entre las actitudes fiscales de los distintos paí-
ses la pregunta crucial a contestar es: “Por qué unos países de la OCDE acumulan 
amplios endeudamientos públicos mientras otros no (siendo así que sus economías 
son relativamente similares)? Estos mismos autores sugieren su propia hipótesis 
para contestar a esta pregunta: “resulta difícil explicar estas grandes diferencias 
entre países utilizando sólo argumentos económicos…Más bien, nosotros creemos 
que los factores político-institucionales resultan fundamentales para entender los 
décits fiscales en particular, y la política fiscal en general” (Alesina y Perotti 
(1995), pág.2). 

                                                           
1 Eichengreen (1992), Poterba (1994), Bayoumi y Eichengreen (1995), Bohn y Inman (1996), centran sus 
análisis en las diferentes reglas fiscales aplicadas en los Estados de los EE.UU. Von Hagen (1992) y Von 
Hagen y Harden(1994) estudian las diferentes peculiaridades de los modelos presupuestarios europeos. 
Hausman y Stein (1996) y Alesina et al. (1999) siguen también este último enfoque en su análisis del 
comportamiento fiscal de los países de América del Sur. 



Salinas, F. Javier: Microeconomía de la consolidación fiscal 

29 

En consonancia con la premisa expuesta arriba, el análisis positivo de esta li-
teratura sigue dos caminos: 

Por una vía, este análisis se centra en el estudio de los conflictos políticos y 
la polarización social como fuente de los déficits del sector público. Es decir, estu-
dia los escenarios políticos donde los decisores políticos tienen fuertes incentivos 
para crear grandes déficits (Alesina y Drazen, 1991).  

Por otra vía, este análisis señala los fallos de las instituciones políticas y en 
especial de las instituciones presupuestarias que permiten que surjan los grandes 
déficits (Alesina y Perotti, 1996). 

Estas dos vías de investigación pueden ser consideradas como complementa-
rias puesto que ambas conducen a la misma conclusión básica: “los procedimientos 
presupuestarios y las instituciones presupuestarias tienen una importante inciden-
cia en los resultados fiscales” (Alesina et al.,1999, pág.255). La teoría subyacente 
en esta conclusión básica es la de que, en contra de lo que implícitamente se presu-
me en la generalidad de los modelos tradicionales de la hacienda pública, los Esta-
dos no deben ser considerados como actores unitarios o unipersonales. Todo lo 
contrario, los Estados son entes colectivos compuestos por muchos actores diversos 
que no necesariamente comparten en su totalidad los mismos objetivos. En el con-
texto político actual, al menos corresponde distinguir entre los ministros del gasto y 
el ministro responsable del presupuesto dentro del poder ejecutivo del Estado, y 
entre el ejecutivo y los parlamentarios de diferentes grupos que configuran el poder 
legislativo. La teoría de la elección social nos informa que la toma de decisiones  
colectiva de individuos con objetivos en conflicto y ajenos a estructuras organizati-
vas es irracional, inestable e impredecible. Ello hace que las instituciones tengan la 
función de generar estabilidad y  predicción. Pero, además de lo anterior, las institu-
ciones “distribuyen el poder y canalizan los flujos de información y en consecuen-
cia dan forma a los resultados del proceso político. Esta es la razón por la que las 
instituciones que regulan el proceso presupuestario afectan a la disciplina fiscal" 
(Von Hagen,1996, pág.273). 

Los adelantos conseguidos en la comprensión de la economía política de la 
política fiscal han permitido que esta literatura destile un enfoque normativo que 
indaga qué ajustes institucionales pueden apoyar mejor la disciplina fiscal. A este 
respecto, los hallazgos empíricos señalan estas tres consideraciones:  

Las reglas que establecen limitaciones “ex ante” sobre la política fiscal, típi-
camente definidas en relación con un indicador global del comportamiento de las 
finanzas públicas, deben conducir a una mayor disciplina fiscal (Kopits y Sy-
mansky,1999). 

La jerarquización institucional puede contribuir positivamente a la disciplina 
fiscal. Se considera que las instituciones presupuestarias están jerarquizadas si las 
mismas contienen reglas que: 1) conceden una clara preponderancia al máximo 
responsable de la elaboración de los presupuestos (normalmente el Ministro del 
Tesoro, o de Hacienda) frente a los ministros del gasto en lo que concierne a fijar la 
agenda presupuestaria; 2) conceden amplias prerrogativas al ejecutivo frente al 
legislativo en cuanto a la defensa del proyecto de ley presentado por aquél durante 
la fase de enmienda y aprobación parlamentaria; 3) limita las prerrogativas del eje-
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cutivo para introducir modificaciones presupuestarias durante la fase de ejecución 
del presupuesto (Von Hagen, 1992). 

La transparencia fiscal sobresale como probablemente el factor institucional 
más importante para proteger la disciplina fiscal. La aplicación de reglas fiscales sin 
los ajustes institucionales adecuados que garanticen la transparencia probablemente 
conducirá a distorsiones y cumplimientos de la letra pero no del espíritu de las 
normas, con lo que se erosionará la eficacia de las mismas. Los presupuestos de las 
finanzas públicas de los Estados modernos, particularmente de aquellos con un 
sector público de grandes dimensiones, son muy complejos. No siempre los políti-
cos están incentivados a generar el presupuesto más transparente. Los responsables 
presupuestarios, manipulando adecuadamente la información, pueden presentarse 
como fiscalmente disciplinados aunque, por razones de oportunismo político, actúen 
de espaldas a la disciplina presupuestaria. La ausencia de transparencia contribuye a 
generar confusión y ambigüedad sobre la situación real de las finanzas públicas, 
ocultando en la medida de lo posible la actual y futura carga fiscal que acarrean 
determinados programas presupuestarios, sobredimensionando los beneficios del 
gasto público y haciendo estimaciones por debajo de lo real de los pasivos actuales 
y futuros de las finanzas públicas. Además, existe la posibilidad de que haya pasivos 
auténticos no incluidos en la documentación presupuestaria, así como de que haya 
avales implícitos de la Administración general del Estado a favor de las Administra-
ciones Territoriales, de empresas públicas o del sector financiero nacional (F.M.I., 
1998). 

En resumen, del trabajo pionero de la macroeconomía moderna mencionado 
arriba se pueden extraer estas dos lecciones: 1) para mantener la disciplina en la 
gestión de las finanzas públicas, los procedimientos presupuestarios importan; 2) en 
el esfuerzo por conseguir una consolidación fiscal sostenida a lo largo del tiempo, 
merece la pena buscar los ajuste institucionales que puedan contribuir positivamente 
a la mejora del funcionamiento de las finanzas públicas.  

3. El diseño institucional de la política fiscal en la UME 

A la luz de la economía política de la política fiscal, el análisis de la estructu-
ra institucional de la estabilidad de la Unión Monetaria Europea (UME)  ofrece 
importantes consideraciones y da lugar al planteamiento de interrogantes importan-
tes. En el contexto de este artículo, la estructura institucional de la estabilidad en la 
UME es considerada exclusivamente en los términos marcados por las reglas presu-
puestarias que encierran tanto el Tratado como el Pacto de Estabilidad y Crecimien-
to. La utilización aquí del término el "Tratado" , va referida a la versión del Tratado 
de la Unión Europea  que contiene el Tratado de Amsterdam, que entró en vigor el 1 
de Mayo de 1999. El Pacto de Estabilidad y Crecimiento (PEC) comprende una 
Resolución del Consejo de Europa (Amsterdam, 17 de Junio de 1997)2 y dos Regu-

                                                           
2 Esta resolución  ofrece una guía al Consejo y a los Estados Miembros  sobre la aplicación del pacto. 
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laciones del ECOFIN3: La Regulación del Consejo Nº: 1466/97 y la Regulación del 
Consejo Nº: 1467/97, ambas del siete de Julio de mil novecientos noventa y siete. 

En primer lugar, merece la pena mencionar que el objetivo de alcanzar unas 
finanzas públicas saneadas como requisito indispensable para la estabilidad macro-
económica  ocupaba un lugar preponderante en la agenda de los fundadores de la 
UME. Implícitamente se consideraba que la "policy mix" (combinación de política 
monetaria y política fiscal) del área euro en su conjunto habría de ser el resultado de 
la interacción de la política monetaria (única) y el desarrollo específico de las actua-
ciones presupuestarias (amén  del comportamiento de los salarios) en los diferentes 
países miembros. Existía la creencia de que, a pesar de los avances realizados en el 
camino de la consolidación fiscal por prácticamente todos los países de la UE en los 
últimos años, en la tercera fase de la UME se requerían nuevos avances en esa mis-
ma dirección por las razones siguientes:  

Unas finanzas públicas saneadas y una reducida carga fiscal facilita la tarea 
de la política monetaria y mantiene la estabilidad de precios. 

Una consolidación fiscal mantenida a lo largo del tiempo, a través de facilitar 
el mantenimiento de tipos de interés reducidos, habrá de generar un efecto de atrac-
ción (crowding-in) de la inversión privada, habrá de impulsar un proceso de creci-
miento económico no inflacionista y,  eventualmente,  la creación de empleo.  

En muchos países es necesario conseguir presupuestos equilibrados o con 
superávit para recuperar capacidad de actuación que permita desarrollar una política 
compensatoria en las fases depresivas del ciclo económico. El mantenimiento de la 
disciplina presupuestaria reforzará la confianza de los agentes económicos en que 
cuando surja un déficit presupuestario este, a la par que significa que se ha permiti-
do que los estabilizadores presupuestarios cumplan su papel compensador, no ha de 
poner en peligro el equilibrio de las finanzas públicas a medio y largo plazo. En 
consecuencia, con ello se evitará cualquier  efecto negativo que pudiera haberse 
provocado en los mercados financieros. 

Los recortes presupuestarios permitirán aceleradas reducciones de las ratios 
de la deuda pública  así como de la carga presupuestaria de los servicios de la deu-
da. Ello permitirá  la reducción de la presión fiscal, la reestructuración del gasto 
público, y posibilitará el desarrollo de una estrategia presupuestaria adecuada para 
hacer frente a los retos que habrá que afrontar en un futuro cercano a la vista del 
envejecimiento de la población.  

A este fin, los Estados Miembros anclaron la continuidad de los ajustes pre-
supuestarios a la firma del Tratado y a la aprobación del PEC en Junio de 1997.  
Ambos textos otorgan a los países miembros de la Unión Europea, y en particular a 
aquellos que han adoptado el Euro, un código común de comportamiento fiscal que 
se espera  mantenga la disciplina en la gestión de las finanzas públicas. Sin embar-
go, esta claro que los fundadores de la UME han construido una estructura estabili-
zadora  que no tiene en cuenta las lecciones ofrecidas por la moderna literatura 

                                                           
3 La primera sobre el Procedimiento aplicable en caso de déficit excesivo,  y la otra sobre el sistema de 
supervisión multilateral. 
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macroeconómica que analiza los determinantes político-institucionales de los presu-
puestos públicos.  

Como se ha señalado anteriormente, la argumentación más ampliamente de-
fendida a favor de la actual estructura estabilizadora es la de que se necesita contra-
rrestar el sesgo de los Estados Miembros a contraer déficits excesivos. (Eichen-
green, 1993, pág.1348).  Se considera que la experiencia acumulada durante las 
últimas décadas ha puesto de manifiesto que el crecimiento de la ratio deuda públi-
ca/PIB  limita los márgenes de maniobra con los que pudiera desarrollarse la políti-
ca fiscal en cumplimiento de su función estabilizadora, reduce la eficacia de la polí-
tica monetaria, incentiva la expulsión de la inversión privada por el gasto público, 
impulsa el crecimiento de la presión fiscal y hace más difícil la financiación de los 
compromisos del sistema de seguridad social.  En la búsqueda  de soluciones se ha 
optado por establecer una constitución económica que desincentive las prácticas 
fiscales imprudentes y construya una estructura institucional que proteja una estabi-
lidad macroeconómica que conduzca a un crecimiento sostenido de la producción y 
del empleo.  Por ello, las reglas de moderación del gasto público contenidas en el 
PEC intentan llevar los presupuestos de los Estados miembros a posiciones de equi-
librio o de modestos superavits en momentos de expansión económica para que, 
aunque las recesiones económicas generen  déficits,  éstos en ningún caso superen el 
tres por ciento del PIB.  

Sin embargo, esta estructura institucional  tiene tanto aspectos negativos co-
mo positivos. En cuanto a los aspectos positivos, cabe señalar como el más destaca-
do el mismo hecho de que se establezca una constitución fiscal que suministra re-
glas comunes de moderación fiscal para todos los Estados Miembros. En la tercera 
etapa de la UME, en contraste con la existencia de una política monetaria única, la 
política presupuestaria se mantiene como competencia de los Estados Miembros. En 
el seno de una unión monetaria, por una parte, no existen ya los diferenciales entre 
los tipos de interés nacionales que tradicionalmente tendían a penalizar comporta-
mientos fiscales inadecuados, y por otra parte, a medida que los mercados financie-
ros nacionales estén más integrados, los gobiernos nacionales se encuentran con que 
pueden emitir títulos de endeudamiento en un mercado de capitales mayor, tanto en 
cuanto a su dimensión como en cuanto a su nivel de liquidez. Consecuentemente, 
para los decisores políticos, la vía del endeudamiento se convierte en una alternativa 
más atractiva que la vía de la financiación  con ingresos ordinarios. Este factor por 
sí sólo  exige que las políticas presupuestarias nacionales se vean sujetas a reglas 
comunes de disciplina presupuestaria que anulen cualquier sesgo hacia el déficit 
público que pudiera darse en el conjunto del área euro.  Además, cuando la autori-
dad fiscal está dispersada entre diferentes gobiernos nacionales, la actuación indis-
ciplinada de los miembros individuales de la unión monetaria puede acarrear efectos 
externos negativos  para las economías vecinas. En teoría, las fuerzas del mercado 
podrían actuar como un efectivo elemento disuasor  a la hora de adoptar decisiones 
presupuestarias peligrosas. Sin embargo, en la práctica no existe evidencia empírica 
de que la disciplina ejercida por los mercados financieros  haya resultado suficiente 
para inducir a los gobiernos a tener siempre en cuenta las limitaciones presupuesta-
rias que habrán de imponerse a largo plazo.  En consecuencia, existen sólidos argu-
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mentos a favor de complementar las fuerzas del mercado con reglas de disciplina 
fiscal comunes para todos los Estados Miembros (Masson,1996,pág.99). 

No puede negarse que hay quienes no conceden demasiada importancia a los 
riesgos y consecuencias que pudieran derivarse de una crisis de la deuda pública y 
que ifravaloran las consecuencias inflacionistas  de un elevado endeudamiento, 
concluyendo con excesiva precipitación que las reglas fiscales constrictivas de la 
UME no son positivas (Von Hagen and Eichengreen, 1996; Eichegreen and 
Wyplosz,1998). Sus argumentos de fondo parecen reflejar la idea de que existe un 
inevitable coste-oportunidad entre la consolidación fiscal y las reformas estructura-
les. En palabras de Eichengreen y Wyplosz: “los líderes (nacionales) tienen una 
cantidad fija de capital político del que pueden disponer para reformas fiscales que 
acarrean un alto coste político o para reformas del mercado de trabajo igualmente 
costosas desde un punto de vista político. En la medida en que inviertan en una 
alternativa, menos recursos disponibles les quedarán  para la otra alternativa” 
(Eichengreen and Wyplosz, 1998, pág.69). Sin embargo, esta afirmación no es co-
rrecta. La experiencia de aquellos países dentro de la Unión Europea que han sido 
pioneros en afrontar los desequilibrios fiscales al tiempo que ejecutaban medidas 
estructurales de largo alcance refuta el argumento de que  estas dos estrategias polí-
ticas tengan que ser abordadas como opciones alternativas. Resulta obvio que el 
núcleo de las reformas estructurales es la ganancia de bienestar que con ellas se 
alcance. De forma análoga, los programas de consolidación fiscal que acarrean la 
reducción de la presión fiscal resultan críticos para compensar las pérdidas de efi-
ciencia acumuladas durante décadas de crecimiento incontenible del sector público.  
Adicionalmente, una reestructuración del gasto público en la que la contención de 
gastos corrientes libera recursos a favor de la inversión pública  se convierte en un 
medio muy importante para revitalizar el crecimiento potencial de las economías 
nacionales europeas y su capacidad de absorción de mano de obra. En consecuencia, 
no sólo no existe un coste-oportunidad entre la consolidación fiscal y las reformas 
estructurales, sino que más bien ambas deben ser abordadas como medidas com-
plementarias que constituyen componentes de una misma estrategia que se ayudan   
recíprocamente.  

En cuanto a los aspectos negativos, una de las limitaciones más llamativas de 
la actual estructura estabilizadora de la UME es la asimetría con que el texto del 
arriba mencionado código de conducta trata a los resultados de las políticas fiscales 
nacionales en comparación con los procesos fiscales que originan tales políticas. La 
ambigüedad de la única referencia que se hace a los procedimientos fiscales, en 
comparación con las valoraciones específicas que se dan para los déficits y el en-
deudamiento público, resulta inapropiada. Esta referencia única se encuentra en el 
artículo 3 del Protocolo sobre el procedimiento aplicable en caso de déficit excesivo 
en el que se establece que: "los Estados Miembros garantizarán que los procedi-
mientos nacionales en materia presupuestaria les permitan atender, en dicho ámbi-
to, a sus obligaciones derivadas del Tratado". Resulta ineludible llegar a la conclu-
sión de que la actual estructura estabilizadora de la UME no tiene en cuenta para 
nada la relación existente en la política fiscal entre procedimientos/instituciones  y 
resultados. La Unión Europea, mientras que exige a los países miembros la conse-
cución de ciertos objetivos presupuestarios, deja que las autoridades nacionales 
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adopten el procedimiento presupuestario que consideren más adecuado, como si los 
procedimientos presupuestarios fueran irrelevantes o neutrales para la consecución 
de los objetivos fiscales. A este respecto, es válida la objeción al PEC que hacen 
Eichengreen y Wyplosz porque el mismo "anula los síntomas sin erradicar la en-
fermedad". Como estos autores correctamente señalan: "si los decisores políticos de 
la Unión Europea no consiguen erradicar el desorden subyacente -identificado por 
la escuela institucionalista...- entonces la imposición de límites cuantitativos a los 
deficits presupuestarios sólo induce a comportamientos tortuosos para cumplir con 
la letra pero no con el espíritu del derecho" (Eichengreen y Wyplosz, 1988, pág. 
76).  

En línea con los defectos señalados arriba, el diseño actual de  la estructura 
de la estabilidad de la UME contiene problemas de credibilidad. La consecución y 
mantenimiento de unas finanzas públicas saneadas como instrumento para reforzar 
la estabilidad de precios y el crecimiento sostenible  en la Unión Europea  necesita 
una coordinación  clara y estricta de las políticas fiscales nacionales. Pero esta coor-
dinación se enfrenta con los problemas que caracteriza a la producción de los bienes 
públicos. Las políticas de estabilización descentralizadas pueden ir acompañadas de 
comportamientos de "free-rider",  de tal forma que los Estados Miembros puede que 
no quieran generar el estímulo o la contención fiscal necesarios, bien porque gran 
parte de los beneficios de estas políticas irán a parar a otros países, o bien porque 
sus situaciones fiscales particulares resulten satisfactorias de acuerdo con las nece-
sidades nacionales. Para superar esta limitaciones se ha establecido que el ECOFIN 
formule las grandes líneas de actuación de las políticas económicas de los Estados 
miembros y que él mismo supervise los acontecimientos económicos dentro de un 
sistema de  seguimiento ligado a la posibilidad de imponer sanciones económicas. A 
este respecto resulta importante señalar que existe una diferencia radical entre dos 
tipos de compromisos de los Estados miembros incluidos en la actual estructura 
institucional4 (North, 1993). En lo concerniente a la financiación de las necesidades 
de endeudamiento de los sectores públicos nacionales, el Tratado implica un com-
promiso de los Estados firmantes cuya credibilidad tiene un fundamento imperativo, 
es decir, es un compromiso imperativo. El Tratado explícitamente prohibe la autori-
zación de descubiertos o la concesión de cualquier otro tipo de créditos por parte del 
Banco Central Europeo o de los Bancos Centrales nacionales de los Estados miem-
bros en  favor de las  instituciones del sector público tanto a nivel nacional como a 
nivel de la Unión. El Tratado también prohibe al Banco Central Europeo y a los 
Bancos Centrales nacionales la adquisición directa de instrumentos de endeuda-
miento de las instituciones públicas. Además, el Tratado,  a través de la "cláusula de 
ninguna fianza" (art.104.B) prohibe que las deudas de las instituciones del sector 
público de los Estados miembros puedan ser asumidas por la Unión o por algún otro 

                                                           
4 Esta distinción está tomada de North (1993).  Douglas North marca la diferencia entre dos formas de 
sustentar la credibilidad de los compromisos adquiridos. Según la primera, un compromiso es creíble 
"imperativamente" si el compromiso ha quedado ligado a un mecanismo que genera lazos institucionales 
por los cuales resulta obligado actuar de acuerdo con el compromiso adquirido. Según la segunda, los 
compromisos son tan sólo "motivacionalmente" creíbles en tanto en cuanto los actores implicados man-
tienen su voluntad de actuar conforme a lo acordado. Sin duda, el grado de confianza que genera para 
terceras partes el tipo de compromisos de la primera forma es muy superior al de la segunda. 



Salinas, F. Javier: Microeconomía de la consolidación fiscal 

35 

Estado miembro. En consecuencia, todas las restricciones sobre las formas alterna-
tivas de endeudamiento público son compromisos legales que se imponen sobre los 
Estados miembros por la mera vigencia de las reglas comprendidas en el Tratado. 
Al menos en principio, esto implica que la ejecución de este tipo de compromisos 
descansa no en la voluntad de los Estados miembros, sino en el Tribunal de Justicia 
(bajo los artículos 169 o 170), y este es un factor generador de un alto nivel de con-
fianza.  

Sin embrago, en oposición a las reglas legalmente obligatorias que afectan a 
la financiación de los endeudamientos públicos, la supervisión multilateral de las 
políticas presupuestarias nacionales establecido por la actual estructura institucional 
es fundamentalmente  un procedimiento no obligatorio. Las líneas generales de la 
política económica se fijan en una recomendación (no obligatoria) del ECOFIN. Lo 
mismo sucede si las políticas económicas de los Estados miembros no son consis-
tentes con las líneas generales,  incluso poniendo en riesgo el adecuado funciona-
miento de la UME: lo único que el Consejo puede hacer es enviar una recomenda-
ción confidencial o pública a los Estados miembros concernidos. Por lo tanto, la 
coordinación de las políticas económicas de los Estados miembros descansa exclu-
sivamente en el intercambio de información, en la publicidad, y en la presión de 
otros Estados (Comisión Europea, 1997). La ejecución del PEC descansa sólo en la 
posibilidad de que se establezcan sanciones  - actuando como elementos disuasorios 
-. Pero la imposición de sanciones no sustituye la falta de la adecuada coordinación 
de políticas nacionales (Cangiano y Mottu, 1998, pág. 25). 

En lo concerniente al procedimiento aplicable en el caso de un déficit exce-
sivo, el Tratado no confía el juicio de qué constituye un déficit excesivo al Tribunal 
de Justicia, sino que  se otorga esta función al Consejo (aunque sin aminorar los 
poderes del Tribunal bajo el artículo 173  para revisar la legalidad de los actos de la 
Unión). En cualquier caso, aquí también existen dudas fundadas sobre la efectividad 
del procedimiento en determinadas circunstancias (Saint Paul, 1999, pág.317; Za-
balza,1999, pág.320). En primer lugar, los Estados miembros se esforzarán en evitar 
un déficit excesivo  antes que llegar a quedar sujetos a sanciones, incluso con "con-
tabilidad creativa" si fuera necesario.  En segundo lugar, la imposición de sanciones 
y multas a un país que está pasando por auténticas dificultades económicas empeo-
raría su situación y tendría efectos negativos en términos de la reputación de dicho 
país. Finalmente, está el hecho de que el concepto de un "déficit excesivo" no es 
susceptible de definir en términos de reglas puesto que exige un juicio. Contraria-
mente a lo que comúnmente se piensa, el procedimiento del déficit excesivo no es 
automático a la hora de identificar un déficit excesivo en un Estado miembro. El 
procedimiento arranca con el seguimiento del cumplimiento de los criterios de las 
finanzas públicas lo cual da lugar a interpretaciones (Italianer,1993, pág.19). Ade-
más, las sanciones no son automáticas, sino que exigen la aprobación de una mayo-
ría cualificada de los miembros partícipes. En consecuencia, cabe predecir que deci-
siones de esta naturaleza estarán altamente politizadas. A largo plazo, el éxito de la 
UME puede ponerse en peligro si hubiera que recurrir con frecuencia al procedi-
miento del déficit excesivo (Wildavsky, 1993,pág.145). Este factor añade incerti-
dumbre política  (en cuanto a las prioridades de los gobiernos que puedan estar en el 
poder en el momento de tomar estas decisiones de aquí en unos años) a los riesgos 
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ya implícitos en los escenarios subyacentes. En resumen, por todo lo indicado ante-
riormente parece bastante obvio que, bajo la actual estructura de estabilidad, el 
compromiso de los Estados miembros de evitar un déficit excesivo es un compromi-
so puramente motivacional creíble solamente en tanto en cuanto dichos Estados 
decidan continuar respetándolo. En consecuencia, este tipo de compromisos genera 
solamente un grado de confianza reducido.  

En estrecha relación con el análisis precedente, hay que decir que la actual 
estructura de estabilidad europea no resulta suficientemente sólida, precisamente 
porque los objetivos sustantivos de la consolidación fiscal no se han sustentado en 
los procedimientos presupuestarios más eficaces. Obviamente,  los objetivos presu-
puestarios no son auto-ejecutables. Se necesita que los Estados miembros lleven a la 
práctica determinadas medidas para alcanzarlos. En términos generales, esta medi-
das pueden ser de dos tipos: ajustes sustantivos y ajustes sistémicos (PUMA, 1997, 
pág.37). Los ajuste sustantivos son decisiones políticas adoptadas con el objetivo 
puesto en la reducción o en la eliminación de determinados gastos o programas, o en 
la subida de ingresos fiscales. Ajustes sistémicos son cambios en los procesos pre-
supuestarios dirigidos a mejorar el proceso de asignación de recursos y el funcio-
namiento de los programas del sector público. 

Indudablemente, para llevar a cabo las acciones necesarias para alcanzar a 
medio plazo una posición fiscal saneada, el ingrediente esencial es la voluntad polí-
tica de los Estados miembros - la determinación de ejecutar actuaciones políticas 
eficaces para controlar el déficit -. Sin embargo, como advierte Harden: "resulta 
importante precisar lo que esto significa. La voluntad política es algo relacionado 
con que el gobierno consiga lo que quiere, en términos operativos, la voluntad 
política surge del mismo proceso presupuestario...En este sentido...la estructura del 
proceso mismo afecta a los resultados sustantivos" (Harden 1993, pág.77). Conse-
cuentemente, los ajustes presupuestarios sustantivos y sistémicos son considerados 
como instrumentos complementarios de una misma orientación política, tanto en 
términos económicos como políticos. En términos económicos, porque la eficacia 
en términos macroeconómicos de los ajustes sustantivos depende, al menos par-
cialmente, de la ejecución a nivel microeconómico de los ajustes sistémicos. En 
términos políticos, porque la capacidad de construir un consenso político a favor de 
los necesarios cambios presupuestarios sustantivos depende, al menos en parte, de la 
introducción de los cambios adecuados en el proceso presupuestario. En último 
término, el que no se refuerce la consecución  de los objetivos presupuestarios 
anunciados con lo que se consideran son los ajustes  presupuestarios procedimenta-
les más eficaces para la consecución de los mismos, pudiera ser interpretado como 
la ausencia de voluntad política de los Estados miembros de realmente comprome-
terse en un proceso difícil de consolidación fiscal sostenible. Aunque la voluntad de 
los políticos actualmente responsables de las decisiones políticas nacionales sea el 
cumplir con los objetivos presupuestarios fijados, la implantación de procedimien-
tos presupuestarios que incentiven la disciplina fiscal constituye una base importan-
te para la consolidación fiscal, y resulta ser el elemento de mayor credibilidad para 
mostrar la auténtica voluntad política de los Estados miembros.  

Del análisis anterior pueden extraerse dos conclusiones provisionales: 1) 
Evidentemente, la disciplina presupuestaria y la coordinación de las políticas nacio-
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nales  son exigencias fundamentales para la estabilidad de la UME y resulta impres-
cindible la existencia de mecanismos a nivel de la Unión que busquen el cumpli-
miento de ambas. Sin embargo, dada la actual estructura institucional, para garanti-
zar que la consolidación fiscal en la UME sea un proceso sostenible a largo plazo y 
creíble, resulta de vital importancia que se establezcan en cada Estado miembro 
instrumentos eficaces que fortalezcan el mantenimiento de la disciplina fiscal a 
nivel nacional.  Esto exige que la atención se centre en los procesos presupuestarios 
nacionales. 2) En aras de mejorar los procedimientos presupuestarios, cada Estado 
miembro, de acuerdo con sus propias peculiaridades, debería atender a tres tipos de 
ajustes en sus instituciones presupuestarias: a) reglas fiscales; b) instituciones jerar-
quizadas; c) procedimientos transparentes.  

4. Transparencia fiscal e información presupuestaria en la UME.  

En el contexto actual de la UME hay signos claros de la creciente importan-
cia que se ha venido dando a las reglas fiscales y a las instituciones presupuestarias 
jerarquizadas. Sin embargo, lo que también parece claro es que los Estados miem-
bros todavía están lejos de adaptar sus procedimientos presupuestarios a los estánda-
res de transparencia fiscal que la situación actual requiere.  

La letra misma del Tratado pone de manifiesto el papel básico otorgado a las 
reglas fiscales en el funcionamiento de la UME. También es cierto que recientes 
reformas presupuestarias  implantadas en  los Estados miembros han reforzado la 
posición de los ministros de economía  y apuntan en la dirección  de construir insti-
tuciones presupuestarias más jerarquizadas (Zapico- Goñi, 1993, pág.122). Sin em-
bargo, la capacidad de estos cambios para desterrar hábitos tradicionales queda en 
entredicho si no se introducen también mayores niveles  de transparencia fiscal. La 
transparencia fiscal en este contexto se refiere a "la franqueza hacia el público en 
general sobre la estructura y funciones del gobierno, las intenciones de la política 
fiscal, las cuentas del sector público, y las perspectivas del mismo. La transparen-
cia fiscal engloba el fácil acceso a una información sobre las actuaciones del sector 
público que sea creíble, global, a tiempo, inteligible y comparable internacional-
mente...de tal manera que el electorado y los mercados financieros puedan valorar 
con exactitud la situación financiera del sector público y los verdaderos costes y 
beneficios de las actividades gubernamentales incluyendo sus implicaciones eco-
nómicas y sociales en el momento presente y en el futuro" ( Kopits y Craig, 1998, 
pág.1).  En este sentido, la transparencia fiscal es fundamental para una política 
fiscal sólida y existe un amplio consenso sobre la existencia  de una relación estre-
cha entre la transparencia fiscal y la gestión adecuada de los recursos en manos del 
Estado.  

La transparencia en las actividades gubernamentales tiene varias dimensio-
nes, pero este trabajo reduce sus consideraciones exclusivamente a la transparencia 
contable.  A este respecto, hay que señalar que la manera en que se registren las 
operaciones que realicen las instituciones públicas - en términos de caja o de deven-
go- tiene implicaciones importantes  sobre la transparencia fiscal.  En términos de 
caja, las transacciones son registradas en el momento de la recepción o el pago fi-
nanciero.  Por el contrario, en términos de devengo, las transacciones son registra-
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das en el momento en el que realmente tienen lugar, independientemente de que 
sean transacciones monetarias o en especie.  Es decir, la contabilidad de devengo 
registra las transacciones en el período en el que se generan los ingresos, se consu-
men los recursos o se ven incrementadas las cargas, con independencia del momen-
to en el que se produzcan los flujos monetarios o financieros derivados de los mis-
mos.  Aunque el enfoque de la contabilidad de caja es positivo para valorar el pri-
mer impacto del endeudamiento público, confiar exclusivamente en esta base con-
lleva el riesgo de valorar inadecuadamente la magnitud total y el calendario de las 
operaciones fiscales.  Las principales áreas donde puede detectarse la falta de trans-
parencia son la exclusión de información sobre la acumulación de pagos retrasados, 
las transacciones en especie, y el costo de créditos subvencionados. En términos 
comparativos, el sistema de contabilidad de devengo es fundamental para la estima-
ción de los efectos macroeconómicos de la política fiscal -a sí como para la deter-
minación de la absorción de recursos en la gestión de determinados programas pú-
blicos - especialmente a medio y largo plazo.  A pesar de que el sistema de contabi-
lidad de caja es todavía el sistema de contabilidad pública más extendido mundial-
mente, el mismo no suministra una información suficiente para valorar las auténti-
cas necesidades financieras del sector público, y, aunque es cierto que una informa-
ción completa y congruente no es garantía de que se adopten las decisiones correc-
tas, una información incompleta casi inevitablemente conduce a la adopción de 
decisiones inadecuadas. Esta es la razón que subyace en las actuaciones reciente-
mente llevadas a cabo por varios países que han optado por complementar el siste-
ma de contabilidad pública tradicional con, o incluso por cambiar  completamente 
hacia, un sistema de contabilidad de devengo modificado. También es este el argu-
mento fundamental que subyace en la recomendación que hace el  Fondo Monetario 
Internacional a los gobiernos para que den pasos hacia la implantación de un siste-
ma de contabilidad pública de devengo que ayudaría a superar las limitaciones que 
ofrece el actual sistema de contabilidad de caja y que permitiría un mayor grado de 
armonización con otros sistemas estadísticos macroeconómicos (IMF, 1998, pág. 
58). 

La economía política de la presupuestación pública  ofrece explicaciones cla-
ras sobre los motivos por los que en múltiples ocasiones los gobiernos nacionales 
pueden estar interesados en "maquillar las cifras".  Por ejemplo, en ciertas ocasiones 
los gobiernos pueden estar tentados en presentar su "particular realidad fiscal" me-
diante la utilización de una "contabilidad creativa" que ayude a convencer a sus 
ciudadanos de que: el crecimiento del gasto público es inferior al real, el déficit 
presupuestario no es tan elevado como lo que en realidad es; los pasivos a los que 
tendrán que hacer frente las generaciones futuras no alcanzan montantes tan eleva-
dos como los que indican las previsiones más realistas; sus decisiones de inversión 
tendrán gran valor para las generaciones futuras aunque, de hecho, vayan a ser de un 
valor nulo; su gestión es mucho mejor que la de gobiernos anteriores;  etc. .  

A este respecto, el sistema de contabilidad de caja resulta ser un instrumento 
muy poco adecuado para una información creíble ya que permite múltiples formas 
de disfrazar la realidad financiera de las instituciones públicas. Tres de las fórmulas 
más generalizadas de hacer esto son: la infravaloración de los pasivos, la sobrevalo-
ración de los activos, y los estados financieros no consolidados.  
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Una de las limitaciones más importantes del sistema de contabilidad de caja 
es que el mismo no llega suministrar a los responsables presupuestarios una infor-
mación completa sobre la cuantía global de sus pasivos. Este sistema no es capaz de 
suministrar una información financiera completa. En consecuencia, se pueden evitar 
los controles de gasto por el simple método de demorar los pagos, lo que conlleva la 
posibilidad de que cantidades importantes de los pasivos de las instituciones públi-
cas no queden recogidas en la información presupuestaria. El sistema de contabili-
dad de caja permite que el coste de algunos programas como jubilaciones, seguros y 
créditos no queden fidedignamente reflejados en las cifras presupuestarias. Por 
ejemplo, si los gastos relacionados con los programas de crédito se reflejan en el 
presupuesto sólo cuando existen desembolsos monetarios, entonces la cantidad 
global de los préstamos directos aparece reflejada como coste, siendo así que la 
mayor parte de dichos préstamos serán reintegrados a las arcas públicas. Por el 
contrario, los avales de crédito no aparecen recogidos como coste cuando se firman, 
siendo así que algunos de los créditos avalados van a quedar impagados y requerirán 
desembolsos de las arcas públicas. En definitiva, el sistema de contabilidad de caja 
ofrece una sobrevaloración del coste de los préstamos directos y una infravaloración 
del coste de los avales en el ejercicio en el que ambos se hacen. Esto no sólo intro-
duce un sesgo en la comparación de los costes de estos dos programas de gasto 
análogos, sino que distorsiona los costes relativos en comparación con otro tipo de 
gastos gubernamentales y conduce a un diseño inadecuado de la financiación de las 
operaciones de garantía de préstamos en perjuicio de los programas de préstamos 
directos. De forma análoga, se pude argumentar que, en lo que respecta a los pro-
gramas de seguros ofertados por las instituciones públicas, el sistema de contabili-
dad de caja puede suministrar una información incompleta o engañosa por cuanto 
los flujos de ingresos anuales recogidos en el presupuesto puede que no permitan 
relacionar adecuadamente la recaudación de las primas del seguro con los costes 
esperados de los compromisos contraídos por parte de la institución pública asegu-
radora. Además, la creciente preocupación por la  solvencia de los programas del 
sistema de la seguridad social ha generado un gran interés por analizar hasta qué 
punto la información basada en un sistema de contabilidad de devengo podría resul-
tar útil para aflorar los problemas del largo plazo en el proceso presupuestario anual.  

Otro método ampliamente utilizado para distorsionar la realidad fiscal es la 
sobrevaloración de los activos financieros. Por ejemplo, el valor real de los créditos 
públicos está a menudo sobrevalorado. A diferencia de los préstamos comerciales 
privados, muchos de los créditos  concedidos por entidades públicas van acompaña-
dos de algún tipo de subvención como, por ejemplo, tipos de interés inferiores a los 
del mercado.  Sin embargo, a menudo estos créditos quedan reflejados en la docu-
mentación presupuestaria en su valor nominal. Con ello se oculta que cuando una 
institución pública concede préstamos a un tipo de interés inferior al que ella está 
pagando por su propio endeudamiento incurre en un coste. Si este coste se contabi-
liza siguiendo el sistema de contabilidad de caja,  el año en el que el crédito es con-
cedido registra un impacto muy reducido, pero a lo largo del tiempo estos costes se 
van acumulando. En realidad, los costes de las concesiones relacionadas con los 
créditos públicos son verdaderas subvenciones que deberían ser registradas como 
tales en el momento en el que las instituciones públicas conceden los créditos. De 
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no hacerse así, los créditos recogidos en la información presupuestaria lo son de 
forma sobrevalorada.  

Finalmente, otra forma de "maquillar" la información sobre la realidad finan-
ciera de las finanzas públicas es mediante la exclusión en los informes financieros 
de elementos o instituciones públicas que previamente sí estaban reflejados en di-
chos informes en ejercicios anteriores. La fórmula más socorrida en esta línea es la 
creación de empresas públicas independientes. Si no se consolidan las cuentas de 
estas empresas con las cuentas públicas, sus activos, deudas y operaciones quedarán 
excluidas de la semblanza financiera que ofrezcan los informes presupuestarios. Es 
más, si, cualquiera de las Administraciones Públicas vende cualquier tipo de propie-
dad a esas empresas públicas y ayuda a estas a financiar la operación mediante prés-
tamos, el resultado será que la Administración Pública correspondiente genera in-
gresos a la vez que se mantiene libre del endeudamiento (Hillier,1997). 

Aunque en algunos países se ha comenzado a producir información sobre las 
actividades del sector público según el sistema de contabilidad de devengo, todavía 
persiste el reto de integrar esta información en el proceso presupuestario de tal for-
ma que ello afecte positivamente a la toma de decisiones políticas y a la gestión 
pública. Sin embargo, independientemente de este tipo de dificultades, el término 
"presupuestación de devengo" (accrual budgeting) se aplica sin distinción al uso de 
la información presupuestaria elaborada según el sistema de contabilidad de deven-
go, es decir,  al reconocimiento y medición de las operaciones en el presupuesto de 
acuerdo con los principios de la contabilidad de devengo. Las limitaciones de los 
informes financieros elaborados siguiendo el sistema de la contabilidad de caja y los 
principios de cuentas separadas justifican la actitud de los que defienden la contabi-
lidad de devengo como un instrumento útil, si no crucial, para encarar los retos 
actuales de la gestión pública. En particular, la contabilidad de devengo es conside-
rada como un instrumento eficaz para reconocer más a tiempo los costes globales de 
las actuaciones públicas, un factor importante para la evaluación del funcionamiento 
de las instituciones públicas. En esta línea se atribuye al sistema de contabilidad de 
devengo el mérito de apoyar los esfuerzos por implantar amplias reformas en la 
gestión pública de varias maneras. 

En primer lugar, se presenta el sistema de contabilidad de devengo como un 
instrumento útil para facilitar la introducción en el sector público de enfoques más 
competitivos y análogos  a los de las empresas privadas. Por ejemplo, se argumenta 
que el sistema de contabilidad de devengo hace más fácil  la comparación del fun-
cionamiento de suministradores alternativos, tanto públicos como privados. Este 
sistema, se dice, permite unas comparaciones más significativas del funcionamiento 
y ayuda a la identificación de las áreas ineficientes así como a la detección del mé-
todo más eficiente de suministrar los bienes y servicios que provean las institucio-
nes públicas. Además,  se considera al sistema de contabilidad de devengo como un 
factor importante para fomentar un cambio cultural que avive la conciencia de la 
importancia de las cuestiones relacionadas con la gestión y el funcionamiento de las 
instituciones públicas. Puesto que el presupuesto es importante para los gestores de 
la Administración, el hecho de que se incluya una información basada en la contabi-
lidad de devengo en el presupuesto puede incrementar los premios relacionados con 
la correcta preparación y ejecución del mismo, y puede inducir a las diferentes sec-
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ciones de la Administración a un seguimiento más estricto de sus cuentas y a evitar 
consignaciones indebidas.  

En segundo lugar, los defensores de la contabilidad de devengo consideran la 
misma como un instrumento útil para potenciar una utilización de los recursos más 
eficaz y eficiente,  tanto porque genera mejor información e incentivos con respecto 
a la totalidad de los recursos consumidos en la provisión de bienes y servicios, como 
porque refleja mejor el coste de los activos de capital. 

En tercer lugar,  se presenta la contabilidad de devengo como jugando un pa-
pel potencialmente fundamental en el cambio hacia una gestión pública más descen-
tralizada y enfocada hacia los resultados. Puesto que ofrece un sistema  para rela-
cionar los costes con el suministro de bienes y servicios, la contabilidad de devengo 
puede convertirse en el máximo soporte de aquellos sistemas de gestión que enfati-
zan la flexibilidad de la gestión como un instrumento para mejorar la eficiencia y la 
eficacia. 

En definitiva, el método seguido en la información presupuestaria representa 
algo más que una decisión técnica sobre cómo medir los costes; más bien acarrea 
decisiones importantes sobre tipos de control  e incentivos que son relevantes en el 
proceso de toma de decisiones. Tradicionalmente,  los gobiernos han confiado en el 
sistema de contabilidad de caja para la presupuestación lo que refleja el foco de la 
presupuestación tradicional sobre el control. Sin embargo, a medida que los gobier-
nos han incrementado su preocupación por las implicaciones de los costes a largo 
plazo de sus  compromisos presentes y han abordado amplias reformas en la ges-
tión, también han comenzado a reconocer las limitaciones de la presupuestación 
asentada en la contabilidad de caja y hoy en día han vuelto la atención sobre la pre-
supuestación asentada en la contabilidad de devengo como una contribución poten-
cialmente crítica a la necesaria mejora de la gestión pública. 

Hasta el momento presente, en los Estados miembros de la Unión Europea la 
adopción de iniciativas de presupuestación pública basadas en la contabilidad de 
devengo ha sido muy dispar (Pina, 1996, pág.79). El sector estatal sueco ha utiliza-
do desde 1993 el sistema de contabilidad de devengo  como sistema general de la 
contabilidad pública. En Holanda, el sistema de devengo se viene aplicando sólo en 
las agencias - una nueva unidad inferior del sector público creada en 1992- donde 
fue considerado muy útil para promocionar un sistema de  gestión pública orientada 
a los resultados. El sistema de Contabilidad y Presupuestación de Recursos del 
Reino Unido aplica prácticas contables al estilo de las empresariales  a las informa-
ciones financieras y a la presupuestación del gobierno central. La "presupuestación 
de recursos"  entrará en efecto a partir del año fiscal 2001-2.  Las cuentas de recur-
sos británicas consistentes  en cinco programas financieros preparados sobre el 
sistema de contabilidad de devengo reemplazarán las cuentas tradicionales de con-
signación basadas en la contabilidad de caja y se convertirán en el principal instru-
mento de rendición de cuentas ante el Parlamento. La aprobación parlamentaria para 
la financiación de los diferentes ministerios se espera que opere sobre un sistema 
dual de caja y de devengo. En Francia, la contabilidad de devengo ha sido introdu-
cida a nivel local. En España existe una dualidad metodológica en el  sistema de 
contabilidad pública: un sistema de contabilidad de devengo para los informes fi-
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nancieros y un sistema de caja modificado para las operaciones presupuestarias 
(Montesinos y Vela, 1997, pág. 22). 

A parte de esto, el factor más importante a resaltar en el panorama europeo 
es la supervisión multilateral de las posiciones presupuestarias y la coordinación de 
las políticas económicas nacionales establecidas en el Tratado y en el PEC. Esto 
exige un sistema de información omnicomprensivo que suministre a los decisores 
los datos necesarios para su toma de decisiones (encuentro 2268 del ECOFIN, 5 de 
Junio del 2000). Estas exigencias de información incluyen, entre otras, la referida a 
la evolución de los acontecimientos en el área Euro y toda la Unión, pero la aten-
ción fundamental se centra en la evolución de los acontecimientos en los Estados 
miembros puesto que es en este nivel en el pueden tener que adoptarse medias polí-
ticas concretas.  Para conectar el sistema europeo tradicional de cuentas económicas 
integradas (SEC) existente desde 1979 con  las nuevas necesidades informativas de 
la Unión Monetaria Europea, en Junio de 1996 el Consejo Europeo decidió sustituir 
el antiguo SEC  por un nuevo SEC-95. Llevado a cabo en 1999, este cambio ha 
significado la introducción de novedades en el sistema de información macroeco-
nómica, siendo uno de los más notables la introducción de los principios del sistema 
de devengo.  Para la mayor parte de los países, considerando el contexto de la su-
pervisión de las posiciones fiscales, este cambio operado en el SEC convierte en 
urgente la necesidad de la aplicación más completa de los principios de la contabili-
dad de devengo en la documentación presupuestaria. De otra forma, resultará difícil 
llegar a estimar fiablemente datos macroeconómicos  de los sectores públicos   - 
sobre los principios de devengo - a partir de los sistemas de información microeco-
nómicos de las cuentas públicas - sobre los principios de caja o de caja modificada -
, (Montesinos, 1996, pág.65). En este caso, una información completa y fidedigna 
de los acontecimientos de las finanzas públicas de los Estados miembros será cru-
cial, no sólo para la eficacia de la supervisión y de las decisiones que en su caso la 
Unión Europea deba adoptar en respuesta a la misma, sino también para el segui-
miento y las decisiones al respecto con que puedan reaccionar los mercados.  

5. Consideraciones finales 

En el contexto de la UME, el más amplio uso de los principios de devengo 
en la documentación presupuestaria es un auténtica necesidad aunque sólo sea para 
poder hacer operativa la supervisión multilateral de las posiciones presupuestarias 
nacionales. Sin un sistema adecuado de contabilidad pública, la aplicación de las 
reglas fiscales establecidas en el Tratado y en el PEC probablemente acarrearía 
subterfugios y distorsiones que, finalmente, acabarían por  erosionar la eficacia de 
esas mismas reglas. 

Sin embargo, la importancia actual de generalizar la aplicación de los princi-
pios de devengo en la presupuestación pública de los Estados miembros de la Unión 
Europea esta más allá de la consideración anterior. El cambio del sistema  tradicio-
nal de contabilidad pública al sistema de contabilidad de devengo acarrea un impor-
tante componente de economía política. En primer lugar, abriría  el camino para 
reformas más amplias dirigidas a mejorar la gestión financiera a la par que favorece-
ría la transparencia y la responsabilidad. Además, dado que  suministra mejor in-
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formación y mayores incentivos con respecto a la cuantía de los recursos totales 
absorbidos en la ejecución de los programas de gasto, posibilitaría que se reaccione 
más a tiempo a la hora de encarar las implicaciones a largo plazo de los compromi-
sos presentes que pudieran llegar a poner en peligro la solidez de las finanzas públi-
cas. Por último, pero en ningún caso menos importante, ofrecería una mayor credi-
bilidad en los mercados mundiales sobre la verdadera voluntad política de los Esta-
dos miembros de cumplir con sus compromisos de consolidación fiscal.  
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ABSTRACT 

This paper points to the use of accrual concepts in budget reporting as one of  
the best contribution to pursuing the stabilization of European public finances. 
Much more than an isolated technical exercise, the shift to accrual budgeting could 
be quite a useful tool to facilitate wider reforms aimed at improving public sector 
financial management and performance. 




